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PRINCIPIOS GENERALES DEL
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: HACIA 

UN ESTÁNDAR CONTINENTAL

	 Por Allan Brewer-Carías

I. LA CODIFICACIÓN DEL DERECHO ADMINIS-
TRATIVO EN AMERICA LATINA A TRAVÉS DE 
LA REGULACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMI-
NISTRATIVO

El signo más importante de la evolución del derecho administrativo en 
América Latina durante las últimas décadas ha sido el proceso de su 
codificación, particularmente a través de la sanción de leyes regulado-
ras del procedimiento administrativo en general. En la actualidad, casi 
todos los países de la región cuentan con leyes de esta naturaleza, y en 
todos ellos, el derecho administrativo, sin duda, puede siempre dividir-
se en dos grandes etapas en su evolución, referidas a antes y después 
de la sanción de dichas leyes.

Las leyes de procedimiento administrativo, por tanto, en todos los países 
comenzaron a darle un nuevo enfoque al objeto de la disciplina, la Ad-
ministración Pública, comenzándose a regular con amplitud y precisión 
tanto su actividad sustantiva como los aspectos centrales de su relación 
con los administrados. Estas leyes difirieron de las que antes existían 
relativas básicamente a la organización interna de la Administración, 
regulándose entonces el conjunto de situaciones jurídicas en las cuales 

Procedimientos y justicia admin 163   163 22/9/09   11:37:00

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

DR © 2009. Konrad Adenaur Stiftung e. V. 
Fundación Konrad Adenaur, Oficina Uruguay. 

http://www.kas.de/rspla/es/

Libro completo en: 
https://goo.gl/6UDuyu



164

Procedimiento y justicia administrativa en América Latina

se encuentran tanto la Administración como los administrados en sus 
relaciones recíprocas, es decir, el conjunto de poderes, prerrogativas y 
obligaciones de la Administración, por una parte; y por la otra, los dere-
chos y obligaciones de los particulares en sus relaciones con aquella.

Siendo ese el sentido central de la regulación de las leyes, las mismas 
cambiaron totalmente la situación tradicional de estas relaciones entre 
Administración y particular, en la cual el balance estaba a favor de la 
Administración, con amplias regulaciones sobre sus poderes, potestades 
y prerrogativas y las obligaciones de los administrados, y pocas sobre 
sus derechos. Ese balance fue el que cambió sustancialmente a partir 
de la sanción de las leyes de procedimiento administrativo buscándose 
entonces una situación de equilibrio entre poderes de la Administración 
y derechos de los particulares, que se garantizan. Ello, por otra parte, 
es la esencia del principio de la legalidad y de las regulaciones jurídicas 
sobre la Administración: el equilibrio que tiene que existir entre poderes 
y prerrogativas administrativas y derechos de los particulares.

Al cambiar totalmente el balance de esos dos extremos y establecerse 
un equilibrio, las leyes de procedimiento administrativo, al establecer 
formas generales de la actuación de la Administración, originaron en 
todos los países un cambio de actitud y de forma y método de actuar de 
la Administración, a los efectos de lograr que dejara de ser la Adminis-
tración prepotente que sólo concedía dádivas o favores al administrado, 
quien por su parte, no tenía derechos, ni cómo reclamarlos y era aplas-
tado y a veces vejado por la Administración. Con las nuevas leyes se 
sentaron las bases para que ello cambiara, pues del administrado que 
la Administración iba a enfrentar ya no era uno indefenso, sino uno 
bien armado con muchos derechos legales y con muchos mecanismos 
jurídicos para garantizar esos derechos y controlar cualquier actitud 
que significara la desmejora de esas garantías. 

Este proceso de transformación del derecho administrativo mediante la 
codificación del procedimiento, se inició en Argentina donde se sancionó 
la primera de las leyes nacionales sobre procedimientos administrativos 
que se han dictado en América Latina, que fue la Ley de Procedimientos 
Administrativos, Nº 19.549 de 1972, reformada por la Ley N° 21.682.

Luego siguió el Decreto con fuerza de ley Nº 640/973, sobre Procedimien-
tos Administrativos, dictado en Uruguay en 1973, sustituido por el De-
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creto 500/991 de 1991, sobre Normas Generales de Actuación Adminis-
trativa y Regulación del Procedimiento en la Administración Central.

Un lustro más tarde se sancionó la Ley General de la Administración 
Pública de Costa Rica, de 1978, la cual no sólo reguló el procedimiento 
administrativo, sino todos los aspectos esenciales del derecho adminis-
trativo, por lo que constituyó casi un “manual” de esta rama del dere-
cho redactado en forma de artículos. 

En ellos se encuentra explicado el derecho administrativo como si se 
tratase del desarrollo de un programa de un curso sobre esta disciplina, 
expuesto en un muy hermoso y rico texto. Es un ejemplo claro de la co-
dificación, no sólo del procedimiento administrativo sino, como se dijo, 
de todo el derecho administrativo.

Posteriormente siguió la Ley Orgánica de Procedimientos Administra-
tivos de Venezuela, de 1981; la cual, en la materia, fue luego comple-
mentada, con la Ley sobre Simplificación de Trámites Administrativos 
(Decreto-Ley Nº 368 de 05-10-99, reformada en 2008) y con la Ley Or-
gánica de la Administración Pública de 17-10-01, también reformada 
en 2008. 

Unos años más tarde, en 1984, se produjo la reforma del Código Con-
tencioso Administrativo de Colombia, al cual se le incorporó un nuevo 
“Libro” sobre “Procedimientos Administrativos”, también complemen-
tado con las disposiciones del Decreto Nº 266 de 2000 de Normas para 
la Simplificación Administrativa. 

En 1987, por otra parte, se dictó la Ley de Procedimiento Adminis-
trativo de Honduras; y luego de un período de casi diez años, se dictó 
en México, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo de 1994; 
en Brasil, la Ley Nº 9.784 que regula el proceso administrativo en el 
ámbito de la Administración Pública Federal de 29-01-99; en Panamá, 
la Ley Nº 38 de 31 de julio de 2000, del Estatuto Orgánico de la Procu-
raduría de la Administración, regula el Procedimiento Administrativo 
General y dicta disposiciones especiales; en Perú, la Ley Nº 27.444 del 
Procedimiento Administrativo General, de abril de 2001; en Bolivia, la 
Ley Nº 2341 de 23 de abril de 2002 sobre Ley de Procedimiento Admi-
nistrativo; y en Chile, la Ley Nº 19.880 de 29 de mayo de 2003, de Ley 
de Procedimientos Administrativos. En Ecuador también se dictó el 
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Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva 
por Decreto Ejecutivo Nº 1634 de 1994, que regula aspectos del proce-
dimiento administrativo.

Siguiendo la evolución histórica de la legislación relativa al derecho 
administrativo, este conjunto de leyes generalmente ha tenido, en cada 
país, antecedente en disposiciones reglamentarias, incluso estableci-
das como normativa general, como fue el caso de Uruguay. Igualmente, 
como antecedente reglamentario general, debe citarse el Reglamento 
de Normas Generales de Procedimiento Administrativo de Perú, dicta-
do por Decreto Supremo Nº 006-67-56 de 1967, el cual, en principio, fue 
el primer cuerpo normativo sobre el tema en América Latina. 

Todos estos textos, en una forma u otra, tienen un rasgo común y es 
la influencia de la legislación española a través de las ya derogadas 
Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado de 1957 y 
Ley de Procedimientos Administrativos de 1958. Estos textos fueron 
sustituidos en España por la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 
(modificada por Ley 4/1999 de 13 de enero de 1999), la cual, por otra 
parte, influyó en la redacción de la Ley peruana de 2001. Por tanto, en 
una forma u otra, los textos españoles han influido toda la legislación 
de América Latina, aún cuando en algunos casos más directamente que 
en otros, como por ejemplo ha sido el caso de la Ley Orgánica de Proce-
dimientos Administrativos venezolana de 1981. 

Otro rasgo común de este conjunto normativo es que abarcan todo el 
proceso de producción de las decisiones administrativas, lo que conduce 
a una muy importante regulación en relación con los actos adminis-
trativos. Por ello puede considerarse que casi todas estas leyes, son 
básicamente, leyes relativas al régimen jurídico del acto administrati-
vo. Así se resume en la Ley del Perú, en cuyo artículo 29, al definir el 
procedimiento administrativo, se lo entiende como el: 

Conjunto de actos y diligencias tramitados en las entidades, con-
ducentes a la emisión de un acto administrativo que produzca 
efectos jurídicos individuales o individualizables sobre intereses, 
obligaciones o derechos de los administrados.

En todo caso, estas regulaciones legales sobre el procedimiento admi-
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nistrativo han tenido en toda América Latina, la enorme importancia 
de haber contribuido no sólo al desarrollo del derecho administrativo 
sino por sobre todo al afianzamiento del principio de la legalidad.

En todos los países de América Latina, la motivación central de estos 
cuerpos normativos reguladores tanto del procedimiento como de los 
actos administrativos, ha sido, por una parte, el establecimiento de un 
régimen de la acción de la Administración para la producción de sus 
actos administrativos y por la otra, la previsión de un régimen de ga-
rantías de los administrados frente a la Administración. Estas leyes 
reflejan, por ello, como se ha dicho anteriormente, la lucha permanente 
que ha caracterizado al propio derecho administrativo, dirigida a la 
búsqueda de un balance entre los privilegios de la Administración y los 
derechos de los particulares. De allí que las mismas regulen el desarro-
llo de la actividad de la Administración para obtener la adecuada satis-
facción de los intereses públicos, y además, busquen que los derechos 
de los administrados estén debidamente garantizados.

Por ello, por ejemplo, en los Considerandos de la Ley de Honduras de 
1987 se señala que en el Estado Moderno:

La satisfacción de los intereses públicos exige el respeto de las 
formas creadas como garantía de los derechos de los particulares 
frente a la actividad administrativa.

Asimismo, en los Considerandos del Decreto 500/991 de Uruguay, se 
precisó la motivación de todo su conjunto normativo, al establecer que 
tiene por objeto regular la actuación de la Administración:

A fin de servir con objetividad los intereses generales con someti-
miento pleno al Derecho y para mejor tutelar los derechos e inte-
reses legítimos de los administrados.

De ello resulta este rasgo común de las regulaciones sobre procedi-
mientos administrativos, de buscar el mejor cumplimiento de los fines 
de la Administración y servir con objetividad los intereses generales 
y, a la vez, tutelar los derechos e intereses de los particulares. Eso lo 
señala expresamente, por ejemplo tanto el artículo 1º de la Ley 9.784 
de Brasil, como el artículo III (finalidad) del Título Preliminar de la Ley 
27.444 del Perú.

Procedimientos y justicia admin 167   167 22/9/09   11:37:02

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

DR © 2009. Konrad Adenaur Stiftung e. V. 
Fundación Konrad Adenaur, Oficina Uruguay. 

http://www.kas.de/rspla/es/

Libro completo en: 
https://goo.gl/6UDuyu



168

Procedimiento y justicia administrativa en América Latina

Pero además, también puede identificarse como otra motivación ge-
neral de las leyes de procedimiento administrativo al establecer las 
formas de la actuación de la Administración en sus relaciones con los 
particulares, que se realice con el menor formalismo posible. Por ello, 
en los mismos Considerandos del Decreto uruguayo se señaló, también, 
que el texto tiene por objeto agilizar y dar flexibilidad al procedimiento 
administrativo, “evitando la realización o exigencias de trámites, for-
mulismos o recaudos innecesarios o arbitrarios que compliquen o difi-
culten su desenvolvimiento”.

II. LA ENUMERACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DEL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN LAS 
LEYES 

Una característica general de estas leyes de procedimiento administra-
tivo en América Latina, es la enumeración en el propio texto de las le-
yes, del conjunto de principios generales sobre los mismos,1 los cuales, 
por tanto, no se tienen que deducir por interpretación, permitiendo así, 
al juez contencioso administrativo o de control de la actividad adminis-
trativa, tener más precisas herramientas de control sobre la actuación 
administrativa. Incluso, en algunos casos, los principios se han esta-
blecido con rango constitucional, como es el caso de la Constitución de 
Venezuela de 1999, en cuyo artículo 141 se precisa que:

Artículo 141: La Administración Pública está al servicio de los 
ciudadanos y se fundamenta en los principios de honestidad, par-
ticipación, celeridad, eficacia, eficiencia, transparencia, rendición 
de cuentas y responsabilidad en el ejercicio de la función pública, 
con sometimiento pleno a la ley y al derecho.

Pero en general, ha sido en las leyes de procedimiento administrativo 
donde se han enumerado estos principios. 

1	 Véase en general sobre este tema lo que hemos expuesto en los siguientes trabajos: Allan R. 
Brewer-Carías, Principios del procedimiento administrativo, Prólogo de Eduardo García de En-
terría, Editorial Civitas, Madrid 1990; Les principes de la procédure administrative non conten-
tieuse. Études de Droit Comparé (France, Espagne, Amérique Latine), Prólogo de Frank Moderne, 
Editorial Economica, París 1992; también publicado en Etudes de droit public comparé, Acadé-
mie International de Droit Comparé, Ed. Bruylant, Bruxelles 2001, pp. 161-274 ; y Principios del 
Procedimiento en América Latina, Universidad del Rosario, Editorial Legis, Bogotá 2003
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Se destaca, como ejemplo la Ley de Honduras, en cuyos Considerandos 
se precisó que “la actividad administrativa debe estar presidida por 
principios de economía, simplicidad, celeridad y eficacia que garanticen 
la buena marcha de la Administración”, a fin de lograr una pronta y 
efectiva satisfacción del interés general (art. 19).

Asimismo, la Ley argentina expresamente señaló en su artículo 1,b, 
que los principios que rigen en el procedimiento administrativo, son la 
“celeridad, economía, sencillez y eficacia en los trámites”. 

En el caso de Venezuela, además de los principios de celeridad, econo-
mía, sencillez y eficacia, la Ley Orgánica de Procedimientos Adminis-
trativos agregó el principio de imparcialidad (art. 30) y, adicionalmen-
te, la Ley de Simplificación de Trámites Administrativos de 1999, refor-
mada en 2008 enumeró los siguientes principios en los cuales se debe 
fundamentar la simplificación de trámites administrativos: “conforme 
a los cuales se deben elaborar los planes de simplificación, que son: 
“simplicidad, transparencia, celeridad, eficacia, eficiencia, rendición de 
cuentas, solidaridad, presunción de buena fe del interesado o interesa-
da, responsabilidad en el ejercicio de la función pública, desconcentra-
ción en la toma de decisiones por parte de los órganos de dirección y su 
actuación debe estar dirigida al servicio de las personas.” 

Estos principios los repitió el artículo 10 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública de 2001, reformada en 2008, al precisar que su 
actividad se debe desarrollar con base en “los principios de economía, 
celeridad, simplicidad, rendición de cuentas, eficacia, eficiencia, pro-
porcionalidad, oportunidad, objetividad, imparcialidad, participación, 
honestidad, accesibilidad, uniformidad, modernidad, transparencia, 
buena fe, paralelismo de la forma y responsabilidad en el ejercicio 
de la misma, con sometimiento pleno a la ley y al derecho, y con su-
presión de las formalidades no esenciales.”  A la norma se agregó, 
además, la indicación de que “La simplificación de los trámites ad-
ministrativos, así como la supresión de los que fueren innecesarios 
será tarea permanente de los órganos y entes de la Administración 
Pública, de conformidad con los principios y normas que establezca la 
ley correspondiente.”

En Ecuador, igualmente, la Ley de Modernización del Estado precisó 
que los procesos de modernización se deben sujetar a los principios de 
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eficiencia, agilidad, transparencia, coparticipación en la gestión públi-
ca y solidaridad social.

En el Código de Colombia, además de todos estos principios, se agre-
garon otros como los de publicidad, contradicción y conformidad con el 
propio Código (art. 3); es decir, el principio de legalidad objetiva.

En la Ley Federal de México, se siguió la misma orientación del texto 
colombiano, y se agregó a la enumeración, también, el principio de la 
buena fe (art. 13).

Hay otros textos, como el Decreto del Uruguay, donde la enunciación 
de los principios es muy extensa y comprensiva, como resulta de su 
artículo 2, conforme al cual la Administración Pública debe servir con 
objetividad los intereses generales con sometimiento pleno al derecho 
y debe actuar de acuerdo a los siguientes principios generales: a) Im-
parcialidad; b) Legalidad objetiva; c) Impulsión de oficio; d) Verdad ma-
terial; e) Economía, celeridad y eficacia; f) Informalismo en favor del 
administrado; g) Flexibilidad, materialidad y ausencia de ritualismos; 
h) Delegación material; i) Debido procedimiento; j) Contradicción; k) 
Buena fe, lealtad y presunción de verdad salvo prueba en contrario; l) 
Motivación de la decisión; y m) Gratuidad.

En el mismo sentido se destaca la Ley de Brasil, la cual destinó al tema 
de los principios del procedimiento administrativo un extenso artículo 
(art. 2), en el cual se enumeran además de un conjunto de criterios 
que deben guiar los procedimientos administrativos, los “principios da 
legalidade, finalidade, motivaçao, razoabilidade, proporcionalidade, 
moralidade, ampla defesa, contraditório, segurança juridica, interesse 
público e eficiência.” 

Con la Ley del Perú de 2001 se produjo un avance fundamental en este 
proceso de positivización de los principios del procedimiento adminis-
trativo, al precisar en el artículo IV del Título Preliminar que el proce-
dimiento administrativo, sin perjuicio de la vigencia de otros principios 
general del derecho administrativo, se sustenta fundamentalmente en 
los siguientes principios, que se enumeran a título enunciativo y no taxa-
tivo: principio de legalidad; principio del debido procedimiento; principio 
del impulso de oficio; principio de razonabilidad; principio de imparcia-
lidad; principio de informalismo; principio de presunción de veracidad; 
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principio de conducta procedimental; principio de celeridad; principio de 
eficacia; principio de verdad material; principio de participación; prin-
cipio de simplicidad; principio de uniformidad; principio de predictibi-
lidad; principio de privilegio de controles posteriores. Una enunciación 
similar, de carácter exhaustivo se puede encontrar en la Ley de Bolivia 
de 2002, en la cual el artículo 4 enumera e incluso define los siguientes 
principios a los que debe sujetarse la Administración Pública:

a)	Principio fundamental: El desempeño de la función pública está 
	 destinado exclusivamente a servir los intereses de la colectividad; 

b)	Principio de autotutela: La Administración Pública dicta actos que 
efectos sobre los ciudadanos y podrá ejecutar según corresponda 
por sí misma sus propios actos, sin perjuicio del control judicial 
posterior; 

c)	 Principio de sometimiento pleno a la ley: La Administración Pú-
blica sus actos con sometimiento pleno a la ley, asegurando a los 
administrados el debido proceso; 

d)	Principio de verdad material: La Administración Pública investi-
gará la verdad material en oposición a la verdad formal que rige 
el procedimiento civil; 

e)	 Principio de buena fe: En la relación de los particulares con la Ad- 
ministración Pública se presume el principio de buena fe. La con-
fianza, la cooperación y la lealtad en la actuación de los servi-
dores públicos y de los ciudadanos; orientarán el procedimiento 
administrativo; 

f)	 Principio de imparcialidad: Las autoridades administrativas ac-
tuarán en defensa del interés general, evitando todo género de 
discriminación o diferencia entre los administrados; 

g)	 Principio de legalidad y presunción de legitimidad: Las actuacio-
nes de la Administración Pública por estar sometidas plenamente 
a la Ley, se presumen legítimas, salvo expresa declaración judi-
cial en contrario; 

h)	Principio de jerarquía normativa: La actividad y actuación admi-
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nistrativa y, particularmente las facultades reglamentarias atribui-
das por esta Ley, observarán la jerarquía normativa establecida por 
la Constitución Política del Estado y las leyes; 

i)	 Principio de control judicial: El Poder Judicial, controla la activi-
dad de la Administración Pública conforme a la Constitución Po-
lítica del Estado y las normas legales aplicables; 

j)	 Principio de eficacia: Todo procedimiento administrativo debe lo-
grar su finalidad, evitando dilaciones indebidas; 

k)	Principio de economía, simplicidad y celeridad: Los procedimien-
tos administrativos se desarrollarán con economía, simplicidad 
y celeridad, evitando la realización de trámites, formalismos o 
diligencias innecesarias; 

l)	 Principio de informalismo: La inobservancia de exigencias forma-
les no esenciales por parte del administrado, que puedan ser cum-
plidas posteriormente, podrán ser excusadas y ello no interrum-
pirá el procedimiento administrativo; 

m)	Principio de publicidad: La actividad y actuación de la Adminis-
tración es pública, salvo que ésta u otras leyes la limiten; 

n)	Principio de impulso de oficio: La Administración Pública está obli- 
obligada a impulsar el procedimiento en todos los trámites en los 
que medie el interés público; 

o)	 Principio de gratuidad: Los particulares sólo estarán obligados a 
realizar prestaciones personales o patrimoniales en favor de la 
Administración Pública, cuando la Ley o norma jurídica expresa-
mente lo establezca; y, 

p)	Principio de proporcionalidad: La Administración Pública actua-
rá con sometimiento a los fines establecidos en la presente Ley y 
utilizará los medios adecuados para su cumplimiento. 

En la Ley No 38 de Panamá, entre las misiones de la Procuraduría de la 
Administración se indica la “coadyuvar a que la Administración Pública 
desarrolle su gestión con estricto apego a los principios de legalidad, ca-
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lidad, transparencia, eficiencia, eficacia y moralidad en la prestación de 
los servicios públicos” (art. 3,2); y luego en su artículo 34 se precisa que 
“las actuaciones administrativas en todas las entidades públicas se efec-
tuarán con arreglo a normas de informalidad, imparcialidad, uniformi-
dad, economía, celeridad y eficacia, garantizando la realización oportu-
na de la función administrativa, sin menoscabo del debido proceso legal, 
con objetividad y con apego al principio de estricta legalidad.”  

Por último, en la Ley Nº 19.880 de Procedimientos administrativos de 
Chile de  2003, también se indica que el procedimiento administrativo 
estará sometido a los principios de escrituración, gratuidad, celeridad, 
conclusivo, economía procedimental, contradictoriedad, imparcialidad, 
abstención, no formalización, inexcusabilidad, impugnabilidad, trans-
parencia y publicidad (Art. 4).

Estos principios, además, como lo señala el artículo 2 de la Ley de Bra-
sil, deben servir como criterio interpretativo para resolver las cuestio-
nes que puedan suscitarse en la aplicación de las normas de procedi-
miento. En el mismo sentido, se regula en la Ley de Honduras (art. 19 
y 114) y la Ley del Perú (artículo IV del Título preliminar), donde se 
señaló no sólo que los principios deben servir de criterio interpretativo 
para resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación de 
las reglas de procedimiento, sino además, como parámetros para la ge-
neración de otras disposiciones administrativas de carácter general, y 
para suplir los vacíos en el ordenamiento administrativo. 

Por ello, una enumeración extensísima de principios del procedimiento 
administrativo, como la contenida en las leyes de Brasil, de Uruguay 
y de Perú, sin duda, como se dijo, tiene la ventaja de permitir al juez 
contencioso-administrativo ejercer un control más efectivo y con mayor 
amplitud en relación con la actividad administrativa.

Pero por supuesto, mucho más importante que la sola enumeración 
de los principios, es la definición en los textos legales del contenido 
de los mismos, como ocurre con el artículo 4 de la Ley de Bolívia ates 
mencionado. Es lo que hacen el Código colombiano (art. 2) y más exten-
samente, la Ley del Perú, en la cual su artículo IV,1.2 del Título Preli-
minar dispuso que los administrados deben gozar de todos los derechos 
y garantías inherentes al debido procedimiento administrativo, el cual 
se rige por los principios de derecho administrativo, que comprende el 
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derecho a exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas y a 
obtener una decisión motivada y fundada en derecho. 

Por otra parte, al referirse al principio de celeridad, el mismo artículo 2 
del Código colombiano señala que en virtud del mismo:

Las autoridades tendrán el impulso oficioso de los procedimien-
tos, suprimirán los trámites innecesarios, utilizarán formularios 
para actuaciones en serie cuando la naturaleza de ellas lo haga 
posible y sin que ello releve a las autoridades de la obligación de 
considerar todos los argumentos y pruebas de los interesados.

La Ley del Perú, por su parte, en relación con este mismo principio de 
celeridad, dispuso en el artículo IV, 1.9 del Título Preliminar, como 
obligación para quienes participan en el procedimiento, el que deben 
ajustar su actuación de tal modo que:

Se dote al trámite de la máxima dinámica posible, evitando ac-
tuaciones procesales que dificulten su desenvolvimiento o consti-
tuyan meros formalismos, a fin de alcanzar una decisión en tiem-
po razonable, sin que ello releve a las autoridades del respeto al 
debido procedimiento o vulnere el ordenamiento.

Por otra parte, en cuanto al principio de la eficacia, la norma del Código 
colombiano señala que el mismo tiene por objeto lograr la finalidad del 
procedimiento “removiendo de oficio los obstáculos puramente formales 
y evitando decisiones inhibitorias”.

La Ley del Perú, en relación con este principio de la eficacia, en el mis-
mo artículo IV del Título Preliminar, es aún más explicita, al señalar:

1.10 Principio de eficacia. Los sujetos del procedimiento adminis-
trativo deben hacer prevalecer el cumplimiento de la finalidad del 
acto procedimental, sobre aquellos formalismos cuya realización 
no incida en su validez, no determinen aspectos importantes en 
la decisión final, no disminuyan las garantías del procedimiento, 
ni causen indefensión a los administrados.

En todos los supuestos de aplicación de este principio, la finali-
dad del acto que se privilegie sobre las formalidades no esenciales 
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deberá ajustarse al marco normativo aplicable y su validez será 
una garantía de la finalidad pública que se busca satisfacer con la 
aplicación de este principio.

En cuanto al principio de imparcialidad, la Ley 19880 de Chi-
le dispone que “La Administración debe actuar con objetividad 
y respetar el principio de probidad consagrado en la legislación, 
tanto en la substanciación del procedimiento como en las decisio-
nes que adopte” (Art 11).

En todos estos casos, sin duda, como hemos destacado, al precisarse el 
contenido de los principios, el Juez contencioso-administrativo dispone 
de mayores elementos para poder ejercer su competencia de control 
sobre la actuación de la Administración. 

No debe olvidarse, sin embargo, que en América Latina, antes de que 
se comenzaran a dictar las leyes generales sobre procedimientos admi-
nistrativos, la mayoría de los principios antes mencionados, se habían 
venido construyendo, con la ayuda de la doctrina y sin texto normativo 
expreso, como consecuencia de la labor del juez contencioso-administra-
tivo. Por ello es que el derecho administrativo en América Latina puede 
dividirse en las dos etapas antes mencionadas: antes y después de las 
leyes que han regulado todos esos principios, los cuales, antes, habían 
sido creación de la jurisprudencia, y delineados por la doctrina. En todo 
caso, a medida que estos principios se han ido estableciendo en textos le-
gales expresos, se han reforzado los instrumentos que le han permitido 
al juez ejercer con mayor precisión el control de legalidad, catapultándo-
se, en consecuencia, tanto la jurisprudencia como la doctrina.

Por ejemplo, el que se encuentre en el Decreto uruguayo y en las Leyes 
de Perú, Venezuela y Bolivia, la enunciación expresa del principio de 
la buena fe puede considerarse como una revolución en el régimen ju-
rídico de la Administración Pública, porque en la práctica de algunas 
Administraciones Públicas, lamentablemente, lo que existe de parte de 
los funcionarios es una especie de presunción de que el administrado 
actúa de mala fe, por lo que usualmente busca obstaculizar sus preten-
siones; y el administrado, por su parte, con frecuencia responde a esta 
actitud, buscando engañar a la Administración.

El principio de la buena fe, al contrario, tiene que convertirse en el ins-
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trumento que pueda garantizarle al particular que puede confiar en la 
Administración y en el funcionario, y viceversa. En consecuencia, en-
contrar este principio expresamente consagrado en el derecho positivo 
permite al Juez poder controlar más la actuación de la Administración.

En relación con este principio de la buena fe, la Ley del Perú lo enunció, 
dentro del principio de conducta procedimental (art. IV, Título Prelimi-
nar), así:

1.8  Principio de conducta procedimental. La autoridad adminis-
trativa, los administrados, sus representantes o abogados y, en 
general, todos los partícipes del procedimiento, realizan sus res-
pectivos actos procedimentales guiados por el respeto mutuo, la 
colaboración y la buena fe. Ninguna regulación del procedimiento 
administrativo puede interpretarse de modo tal que ampare algu-
na conducta contra la buena fe procesal.

Incluso, en la Ley venezolana sobre Simplificación de Trámites Admi-
nistrativos (2008) se formula el principio de que:

Artículo 23: De acuerdo con la presunción de buena fe, en todas 
las actuaciones que se realicen ante la Administración Pública, 
se tomará como cierta la declaración de las personas interesadas, 
salvo prueba en contrario. A tal efecto, los trámites administra-
tivos deben rediseñarse para lograr el objetivo propuesto en la 
generalidad de los casos.

Este principio, por otra parte, se recogió como “presunción de veraci-
dad” en el artículo 3º del Decreto Nº 266 de 2000 de Colombia sobre 
simplificación de trámites.

Ahora bien, entre los principios del procedimiento administrativo que 
ya puede considerarse que conforman un estándar en Latinoamérica, 
se destacan el principio de eficacia, el principio de la celeridad y el prin-
cipio de la buena fe.

III. El PRINCIPIO DE EFICACIA

El principio de eficacia puede decirse que se incluye expresamente en 
todas las leyes de procedimiento administrativo de América Latina, 
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expresamente incluido en las leyes de Argentina (art. 1), de Venezuela 
(art. 30), de Honduras (art. 19), de Brasil (art. 2) y de México (art. 13), 
y en el Decreto de Uruguay (art. 2). 

Una definición precisa del principio de la eficacia, como se ha dicho, se 
encuentra en el Código colombiano (art. 3), en la Ley de Bolivia (art. 
4,j), y en la Ley de Perú (art. IV, 10,1), en los cuales se privilegia en el 
procedimiento administrativo, el logro de su finalidad, para lo cual de-
ben removerse todos los obstáculos formales y dilaciones innecesarias; 
debiendo prevalecer dicho logro sobre los formalismos siempre que no in-
cidan en su validez ni disminuyan las garantías de los administrados. 

Sobre este principio de la eficacia, el artículo 19 de Ley Orgánica de la 
Administración Pública de Venezuela dispone que la actividad de los 
órganos y entes de la Administración Pública debe perseguir el cum-
plimiento eficaz de los objetivos y metas fijados en las normas, planes 
y compromisos de gestión, bajo la orientación de las políticas y estrate-
gias establecidas por el Presidente de la República, la Comisión Central 
de Planificación, el gobernador, o el alcalde, según el caso (art. 19). Pa-
ra ello, el funcionamiento de los órganos y entes de la Administración 
Pública, se debe sujetar a las políticas, estrategias, metas y objetivos 
que se establezcan en los respectivos “planes estratégicos, compromisos 
de gestión y lineamientos dictados conforme a la planificación centra-
lizada,” y debe comprender el seguimiento de las actividades, así como 
la evaluación y control del desempeño institucional y de los resultados 
alcanzados (art. 18).

Por su parte, en relación con este principio, la Ley de Honduras prescri-
be que “las cuestiones incidentales que se suscitaren en el procedimien-
to, incluso las que se refieren a la nulidad de actuaciones, no suspende-
rán el curso del procedimiento, salvo la recusación” (art. 39), lo que en 
esta materia conlleva al principio de la conservación, del saneamiento 
o de la convalidación de los actos administrativos, precisamente a los 
efectos de que los procedimientos puedan lograr su finalidad.

En consecuencia, el logro del fin propuesto es lo que siempre debe 
orientar el desarrollo del procedimiento; fin que está vinculado, como 
se ha señalado, tanto al interés general, como al interés de la Adminis-
tración y del administrado. El objetivo del procedimiento administra-
tivo, en definitiva, es la satisfacción de esos fines en el menor tiempo y 
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con el menor costo posible; de allí este principio de la eficacia, el cual 
además, conlleva varios otros entre los cuales se destacan el principio 
de la instrumentalidad; el principio de simplicidad y de la economía 
procedimental; el principio de la presunción de la legalidad y validez, 
es decir, el del logro de los efectos de los actos, comenzando por la pre-
sunción de su validez y eficacia; el principio favor acti; el principio de 
la conservación del acto; el principio pro actione o de la interpretación 
más favorable a lo solicitado, a la acción o al requerimiento. 

1. El principio de la instrumentalidad: el objeto y la finalidad del 
procedimiento

El principio de la instrumentalidad exige interpretar el procedimiento 
administrativo, no como un fin en sí mismo, sino como un instrumento 
o cauce para alcanzar el fin perseguido por la Administración. 

Esa finalidad del procedimiento, como se dijo, puede desdoblarse en 
tres, tal y como lo precisan las leyes de procedimiento administrativo: 
primero, la consecución del interés general; segundo, la satisfacción 
del interés del administrado, y tercero, el logro del interés de la propia 
Administración en la relación jurídica concreta.

Siendo el procedimiento un asunto de la Administración, se destaca 
la finalidad de “establecer el régimen jurídico aplicable para que la ac-
tuación de la Administración sirva a la protección del interés general” 
(art. III, Título Preliminar, Ley del Perú), o en otras palabras, tiene por 
objeto asegurar que el desempeño de la función pública esté destinado 
exclusivamente a servir los intereses de la colectividad (art. 4,a, Ley de 
Bolivia), o que el cumplimiento de la acción administrativa esté vincula-
da al logro de un interés general (art. 209 Código de Colombia). Por ello, 
la Ley de Honduras establece que los principios del procedimiento ad-
ministrativo buscan “garantizar la buena marcha de la Administración” 
(Considerandos); y la Ley General de Costa Rica precisa que “el proce-
dimiento administrativo servirá para asegurar el mejor cumplimiento 
posible de los fines de la Administración” (art. 214,1); agregando que “la 
norma administrativa deberá ser interpretada en la forma que mejor 
garantice la realización del fin público a que se dirige” (art. 10).

Por su parte, el Código colombiano exige que los funcionarios deben te-
ner en cuenta “que la actuación administrativa tiene por objeto el cum-
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plimiento de los cometidos estatales como lo señalan las leyes, la ade-
cuada prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos 
e intereses de los administrados, reconocidos por la ley” (art. 2).

Pero además del logro de los fines propios del interés general que orien-
tan la acción administrativa, el procedimiento tiene por finalidad la 
protección de los derechos e intereses de los administrados. Esto, como 
se ha mencionado, está expresado en la Ley General de Costa Rica, 
donde se precisa que el procedimiento administrativo debe desarrollar-
se, “con respeto para los derechos subjetivos e intereses legítimos del 
administrado.”(art. 10,1 y 214,1); en la de Honduras, la cual establece 
que el procedimiento se regula “como garantía de los derechos de los 
particulares frente a la actividad administrativa” (Considerandos). En 
igual sentido, se expresa el artículo III, Título Preliminar de la Ley del 
Perú, y en Código colombiano se exige de los funcionarios que en su 
actuación también tengan en cuenta “la efectividad de los derechos e 
intereses de los administrados” (art. 2).

La consecuencia del principio de la instrumentalidad, es la proscrip-
ción de cualquier utilización del procedimiento establecido en las leyes 
para la consecución de fines distintos a los previstos en las leyes, de 
manera que su utilización para fines distintos vicia la actuación de la 
Administración por desviación de poder en el resultado, es decir, des-
viación del procedimiento.

2. Los principios pro accione y  favor acti (favor administrationis)  

Teniendo el procedimiento administrativo entre sus finalidades, por 
una parte la satisfacción de las pretensiones de los administrados y por 
la otra, el logro de los fines públicos establecidos en la ley, el principio 
de eficacia implica que mismo también debe estar guiado por otros dos 
principios paralelos: el principio pro actione y el principio favor acti.   

El principio pro actione implica la necesidad de que las solicitudes se 
interpreten a favor de quien solicita la petición, y está consagrado ex-
presamente en la legislación de Costa Rica cuando establece que las 
normas de procedimiento “deberán interpretarse en forma favorable a 
la admisión y decisión final de las peticiones” (art. 224).

En cuanto a la admisión de la solicitud o de las peticiones presentadas 
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por los interesados, el principio tiene consecuencias concretas en el ca-
so de la legislación de Colombia (art. 11), de Bolivia (art. 43), de Vene-
zuela, (art. 45) de Honduras (art. 115), de Panamá (art. 76), y del Perú 
(arts. 125 y 126), pues la Administración está obligada a advertir a los 
particulares los errores o las omisiones que puedan tener las peticiones, 
para que dichos errores u omisiones no conlleven su inadmisibilidad. 

Como consecuencia, no se puede negar la petición que haga un admi-
nistrado por causa de una omisión, sino que la Administración está 
obligada advertirle  los errores, para que el particular los corrija.

Pero como se ha dicho, el procedimiento administrativo tiene ante to-
do por finalidad el logro de los fines de la Administración, de la cual 
surge otro principio también derivado del principio de eficacia, que es 
el principio favor acti el cual implica que la Administración debe inter-
pretar el procedimiento de manera que sea favorable a la emisión del 
acto administrativo, es decir, a la obra de la Administración. Por tanto, 
ante el no acatamiento de elementos formales en el procedimiento, de-
be preferirse evitar la ineficacia o plantear una ineficacia parcial, que 
concluir con la ineficacia total del acto. Es decir, el procedimiento debe 
interpretarse de manera que efectivamente pueda haber una decisión, 
sin que la falta de cumplimiento de determinadas formalidades afecten 
el acto y la propia voluntad de la Administración.

Este principio favor acti o también, favor administrationis, por ejem-
plo, tiene relación con el tema del funcionario de hecho, los cuales se 
han definido en la Ley de Costa Rica, como “el que hace lo que el servi-
dor público regular, pero sin investidura o con una investidura inválida 
o ineficaz, aún fuera de situaciones de urgencia o de cambios ilegítimos 
de gobierno” (art. 115). Si reúnen las condiciones prescritas en la Ley 
General, prescribe su artículo 116: “los actos de un funcionario de hecho 
serán válidos aunque perjudiquen al administrado y aunque éste tenga 
conocimiento de la irregularidad de la investidura de aquél”, quedando 
la Administración “obligada o favorecida ante terceros por virtud de los 
mismos” (art. 116).

3. Los principios de la simplicidad y economía procedimental

El principio de la eficacia, conlleva también a la necesidad de raciona-
lizar la actividad administrativa, originando además, otros principios, 
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como el de la simplicidad (normalización o uniformización) que ha sido 
definido en la Ley del Perú, en su artículo IV del Título Preliminar, 
como sigue:

1.13 Principio de simplicidad. Los trámites establecidos por la 
autoridad administrativa deberán ser sencillos, debiendo elimi-
narse toda complejidad innecesaria; es decir, los requisitos exi-
gidos deberán ser racionales y proporcionales a los fines que se 
persigue cumplir.

1.14 Principio de uniformidad. La autoridad administrativa debe-
rá establecer requisitos similares para trámites similares, garan-
tizando que las excepciones a los principios generales no serán 
convertidos en la regla general. Toda diferenciación deberá ba-
sarse en criterios objetivos debidamente sustentados.

Indica, además la Ley del Perú, que en todo caso, los procedimientos 
administrativos se deben desarrollar “de oficio, de modo sencillo y efi-
caz, sin reconocer formas determinadas, fases procesales, momentos 
procedimentales rígidos para realizar determinadas actuaciones o 
responder a precedencia entre ellas”, (art. 144); y la Ley de Bolivia 
precisa que “los procedimientos administrativos se desarrollarán con 
economía, simplicidad y celeridad, evitando la realización de trámites, 
formalismos o diligencias innecesarias”(RT. 4, K).

La Ley venezolana sobre Simplificación de Trámites Administrativos 
de 2008, por su parte, establece sobre este mismo principio, que:

Artículo 21. El diseño de los trámites administrativos debe rea-
lizarse de manera que los mismos sean claros, sencillos ágiles, 
racionales, pertinentes, útiles y de fácil entendimiento para las 
personas, a fin de mejorar las relaciones de éstos con la Adminis-
tración Pública, haciendo eficiente y eficaz su actividad.

Además, la mencionada Ley, al desarrollar el principio de la simplici-
dad, transparencia, celeridad y eficacia de la actividad de la Adminis-
tración señala que la Administración Pública no puede exigir requisitos 
adicionales a los contemplados en la normativa vigente, salvo los que se 
establezcan en los instrumentos normativos que se dicten en ejecución 
de dicha Ley (art. 10). Con carácter general, además, se dispone que 
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los órganos y entes de la Administración Pública no pueden exigir para 
trámite alguno, la presentación de copias certificadas actualizadas de 
partidas de nacimiento, matrimonio o defunción, así como de cualquier 
otro documento público, salvo los casos expresamente establecidos por 
ley (art. 17). Adicionalmente, se dispone que los órganos y entes de la 
Administración Pública no pueden exigir copias certificadas de la parti-
da de nacimiento como requisito para el cumplimiento de una determi-
nada tramitación, cuando sea presentada la cédula de identidad, salvo 
los casos expresamente establecidos por ley (art. 18). 

Por otra parte, se dispone que los órganos y entes de la Administración 
Pública, en virtud del principio de cooperación que debe imperar en sus 
relaciones interorgánicas, deben implementar bases de datos automati-
zadas de fácil acceso y no peden exigir la presentación de copias certifi-
cadas o fotocopias de documentos que la Administración Pública tenga 
en su poder, o de los que tenga la posibilidad legal de acceder (art. 11). 

Además, en aras de la simplicidad, la Ley agrega que los órganos y 
entes, en el ámbito de sus competencias, deben eliminar las autoriza-
ciones innecesarias, solicitudes excesivas de información de detalle y, 
en general, la exigencia de trámites que entorpezcan la actividad ad-
ministrativa (art. 13).

Por último, el artículo 14 de la Ley dispone en particular, que los ór-
ganos y entes de la Administración Pública deberán identificar y dis-
poner la supresión de los requisitos y permisos no previstos en la Ley, 
que limiten o entraben el libre ejercicio de la actividad económica o la 
iniciativa privada.

Otro principio general derivado de la simplicidad es el principio de la 
economía procedimental, que se menciona en la generalidad de las le-
yes de procedimiento, como las leyes argentina (art. 7), hondureña (art. 
19), venezolana (art. 30), uruguaya (art. 2) y mexicana (art. 13), y con-
lleva la necesidad de que los asuntos se decidan administrativamente 
con celeridad, en la forma más rápida posible, economizando lapsos y 
al menor costo posible.

El principio ha sido desarrollado ampliamente en la Ley 19880 de Chi-
le, en la forma siguiente:
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Artículo 9o. Principio de economía procedimental. La Administra-
ción debe responder a la máxima economía de medios con eficacia, 
evitando trámites dilatorios.

Se decidirán en un solo acto todos los trámites que, por su naturale-
za, admitan un impulso simultáneo, siempre que no sea obligatorio su 
cumplimiento sucesivo.

Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, debe-
rá consignarse en la comunicación cursada el plazo establecido al efecto.

Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, inclu-
so las que se refieran a la nulidad de actuaciones, no suspenderán la 
tramitación del mismo, a menos que la Administración, por resolución 
fundada, determine lo contrario.

De allí el principio general, que deriva del artículo 116 de la Ley de 
Honduras, conforme al cual “los funcionarios responsables de la tra-
mitación de los expedientes adoptarán las medidas que conduzcan a 
evitar todo entorpecimiento o demora por innecesarias diligencias”.

En el Código colombiano también se encuentra una definición del prin-
cipio de economía, al exigirse que: 

Las normas de procedimiento se utilicen para agilizar las deci-
siones, que los procedimientos se adelanten en el menor tiempo y 
con la menor cantidad de gastos de quienes intervienen en ellos, 
que no se exijan más documentos y copias que los estrictamente 
necesarios, ni autenticaciones ni notas de presentación personal 
sino cuando la ley lo ordene en forma expresa. (art. 3). 

En el Decreto de Uruguay también se desarrolla el principio al pres-
cribir en su artículo 8 que “en el procedimiento administrativo deberá 
asegurarse la celeridad, simplicidad y economía del mismo y evitarse la 
realización o exigencia de trámites, formalismos o recaudos innecesa-
rios o arbitrarios que compliquen o dificulten su desenvolvimiento”.

4. El principio del informalismo

El procedimiento administrativo, hemos dicho, se configura como un 
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conjunto de actos y actuaciones estrechamente vinculados entre sí, con 
el objeto de obtener un resultado concreto que, generalmente, se ma-
terializa en un acto administrativo. Por ello, en definitiva, el procedi-
miento administrativo se identifica con el conjunto de formas y formali-
dades establecidas para guiar la acción de la Administración con miras 
a la obtención de ese resultado y como garantía de los administrados 
contra las arbitrariedades de los funcionarios.

Sin embargo, dado el principio de economía y celeridad, es evidente, 
que la prescripción de formas no puede convertir al procedimiento en 
un bosque de formalidades que entraben la acción administrativa. Por 
ello, el principio de eficacia también conlleva al principio el informalis-
mo o del carácter no formalista del procedimiento administrativo.

Este principio, por ejemplo, está expresamente previsto en la Ley ar-
gentina de Procedimiento Administrativo en la cual se prescribe que 
las normas de procedimiento que establece, deben ajustarse al requisi-
to del “informalismo”, en el sentido de que debe “excusarse la inobser-
vancia por los interesados de exigencias formales no esenciales y que 
pueden ser cumplidas posteriormente” (art. 1.c); y en la Ley de Bolivia 
se define el principio en el sentido de que “la inobservancia de exigen-
cias formales no esenciales por parte del administrado, que puedan ser 
cumplidas posteriormente, podrán ser excusadas y ello no interrumpi-
rá el procedimiento administrativo” (art. 4,l)

Más precisamente, el Decreto 640 de Uruguay establece que “en el pro-
cedimiento administrativo se aplicará el principio del informalismo en 
favor del administración siempre que se trate de la inobservancia de 
exigencias formales no esenciales y que puedan ser cumplidas poste-
riormente» (art. 23). En la Ley del Perú, también se define el principio 
del informalismo, en forma detallada en el artículo IV, Título Prelimi-
nar, así:

1.6 Principio de informalismo. Las normas de procedimiento de-
ben ser interpretadas en forma favorable a la admisión y decisión 
final de las pretensiones de los administrados, de modo que sus 
derechos e intereses no sean afectados por la exigencia de aspec-
tos formales que puedan ser subsanados dentro del procedimien-
to, siempre que dicha excusa no afecte derechos de terceros o el 
interés público.
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Por su parte, la Ley No. 19.880 de Chile regula el principio, al que de-
nomina “de la no formalización”, en los siguientes términos:

Artículo 13. Principio de la no formalización. El procedimiento debe 
desarrollarse con sencillez y eficacia, de modo que las formalidades 
que se exijan sean aquéllas indispensables para dejar constancia 
indubitada de lo actuado y evitar perjuicios a los particulares.

El vicio de procedimiento o de forma sólo afecta la validez del 
acto administrativo cuando recae en algún requisito esencial del 
mismo, sea por su naturaleza o por mandato del ordenamiento 
jurídico y genera perjuicio al interesado.

La Administración podrá subsanar los vicios de que adolezcan los 
actos que emita, siempre que con ello no se afectaren intereses de 
terceros.

Por otra parte, como secuela del principio, la Ley General de la Admi-
nistración Pública de Costa Rica establece que las normas del procedi-
miento administrativo “deberán interpretarse en forma favorable a la 
admisión y decisión final de las peticiones de los administrados”. Es en 
definitiva, el principio in dubio pro actione o de la interpretación más 
favorable al ejercicio del derecho de petición para asegurar más allá 
de las dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la 
cuestión objeto del procedimiento. En materia de procedimiento admi-
nistrativo, el principio se traduce en que el formalismo debe ser inter-
pretado en favor del administrado, precisando, la legislación argentina, 
sin embargo, que “el informalismo no podrá servir para subsanar nuli-
dades que sean absolutas” (art. 224).

En aplicación de este principio, las leyes de procedimiento adminis-
trativo, por ejemplo, establecen el deber de los funcionarios adminis-
trativos que reciban las peticiones, de advertir a los interesados de las 
omisiones y de las irregularidades que observen en las mismas, pero 
sin que puedan negarse a recibirlas (Art. 45 Ley Orgánica Venezuela; 
art. 11 Código Colombia).

Igualmente, el informalismo en las leyes de procedimiento adminis-
trativo conduce al principio de la flexibilidad del procedimiento y de 
los trámites procedimentales mediante, por ejemplo, la eliminación del 
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principio de la preclusividad de los lapsos y de actos procesales (arts. 
23 y 60 de la Ley venezolana); la posibilidad de alegación por parte de 
los particulares en cualquier momento (art. 62 de la Ley venezolana) 
si no existe un lapso preciso de contestación la utilización de cualquier 
tipo de pruebas (art. 58 de la Ley venezolana); y la intrascendencia en 
la calificación de los recursos (art. 86 de la Ley venezolana), de manera 
que si el administrado se equivoca en la calificación del recurso que 
interpone, siempre y cuando de su escrito se deduzca claramente de 
que tipo de recurso se trata, la Administración no puede rechazarlo y, 
al contrario, está obligada a interpretarlo en favor del particular y de 
flexibilizar esta ausencia de cumplimiento del formalismo en la califi-
cación del recurso (art. 213 Ley peruana).

5. El principio conservatio acti

El principio del informalismo, conlleva, por otra parte, al principio con-
servatio acti, o principio de la conservación o subsanabilidad de los trá-
mites administrativos y de las actuaciones de los administrados, por 
ello, la Ley de Honduras establece que cuando un órgano administrati-
vo declare la nulidad de algunas actuaciones, debe disponer “siempre la 
conservación de aquellos actos y trámites cuyo contenido hubiera per-
manecido, de no haberse realizado la infracción origen de la nulidad” 
(art. 39). En igual sentido, se dispone en la Ley peruana, (art. 13.3).

Este principio conduce, por supuesto, a la necesidad de la corrección 
de errores materiales de los actos administrativos, lo que se encuentra 
regulado expresamente en las leyes de Venezuela (art. 84), Honduras 
(art. 128), Costa Rica (art. 157) y Chile (art. 62), siempre que la en-
mienda no altere lo sustancial del acto o decisión” (art. 128), y como lo 
indica la Ley del Perú, siempre que la rectificación de los errores sea 
“con efecto retroactivo” (art. 201,1).

Es precisamente en virtud de este principio de la corrección de errores 
materiales, que deriva del principio del informalismo y de la economía 
procedimental, que la Administración no tiene por qué concluir siempre 
con la revocación del acto incorrecto, pudiendo siempre corregirlo, de ofi-
cio o a petición de parte, en cualquier momento. Es un principio de lógica 
administrativa que, sin embargo, encuentra su expresión formal en estas 
leyes de procedimiento administrativo, incluso en relación con los actos 
de los administrados. En tal sentido, la Ley de Honduras dispone que:
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Artículo 115. Para evitar nulidades, la Administración señala-
rá a la parte interesada los defectos de que adolezcan los actos 
producidos por ésta y ordenará que se subsanen de oficio o por el 
interesado dentro de un plazo de tres días.

Pero incluso, aún en presencia de vicios o irregularidades más sustan-
ciales en los actos administrativos, que no puedan resolverse con la 
sola corrección de errores materiales o aritméticos, el principio con-
servatio acti, exige que los vicios que puedan afectarlos formalmente, 
deban subsanarse siempre que no conlleven su nulidad absoluta, lo que 
ha originado las técnicas de convalidación, enmienda, saneamiento o 
conversión de los actos administrativos que se encuentran reguladas 
en las leyes de procedimiento administrativo para evitar su extinción.

En particular, por ejemplo, conforme a la Ley General de Costa Rica, 
la convalidación se produce cuando dictado un acto administrativo que 
sea relativamente nulo por vicio en la forma, en el contenido o en la 
competencia, se dicta un nuevo acto administrativo que lo convalide, 
con indicación precisa del vicio y de la corrección  (art. 187,2). Sobre 
esto, la Ley venezolana indica, pura y simplemente, que “la Adminis-
tración podrá convalidar en cualquier momento los actos anulables, 
subsanando los vicios de que adolezcan” (art. 81), y en sentido similar 
se regula en la Ley de Brasil (art. 55), en la Ley de Bolivia (art. 37,1), 
en la Ley de Panamá (art. 56), y en la Ley de Honduras ( art. 126).

La Ley peruana es bien precisa al regular la “enmienda” de los actos 
administrativos como consecuencia de la “conservación” de los mismos, 
precisando que cuando el vicio del acto administrativo por el incum-
plimiento a sus elementos de validez, no sea trascendente, “prevalece 
la conservación del acto, procediéndose a su enmienda por la propia 
autoridad emisora” (art. 14.1). 

En la legislación argentina, esta convalidación se denomina, en general, 
“saneamiento” y se desdobla en “ratificación” del acto por el superior je-
rárquico y “confirmación” por el órgano que dictó el acto (art. 19). 

En esta materia, Ley de Honduras, regula en su artículo 127, la “con-
versión” del acto, al disponer que “el acto nulo que, sin embargo, con-
tenga todos los requisitos constituidos de otro distinto, podrá ser con-
vertido en éste y producirá sus efectos, en su caso, si así lo consistiera 
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el interesado”. En este sentido, la Ley argentina también señala que 
“si los elementos válidos de un acto administrativo nulo permitieren 
integrar otro que fuere válido, podrá efectuarse su conversión en éste 
consintiéndolo el administrado”. La misma institución de la conversión 
se regula en la Ley General de Costa Rica (art. 189).

IV. El PRINCIPIO DE CELERIDAD

Otro de los principios generales que se ha formulado en forma expresa 
en todas las leyes de procedimiento administrativo, es el principio de la 
celeridad. En efecto, si el procedimiento es un asunto de la Administra-
ción, es decir, si la Administración es la responsable del procedimiento, 
el principio consecuencial establecido en garantía de los particulares, 
es que debe ser desarrollado con la mayor rapidez y celeridad posible. 
Como lo establece la Ley peruana en el art. IV del Título Preliminar:

1.9  Principio de celeridad. Quienes participan en el procedimien-
to deben ajustar su actuación de tal modo que se dote al trámite 
de la máxima dinámica posible, evitando actuaciones procesales 
que dificulten su desenvolvimiento o constituyan meros formalis-
mos, a fin de alcanzar una decisión en tiempo razonable, sin que 
ello releve a las autoridades del respeto al debido procedimiento 
o vulnere el ordenamiento.

Este principio también encuentra una definición precisa en el Código 
colombiano, así:

Artículo 3. En virtud del principio de celeridad, las autoridades 
tendrán el impulso oficioso de los procedimientos, suprimirán los 
trámites innecesarios, utilizarán formularios para actuaciones en 
serie cuando la naturaleza de ellas lo haga posible y sin que ello 
releve a las autoridades de la obligación de considerar todos los 
argumentos y pruebas de los interesados.

El retardo injustificado es causal de sanción disciplinaria, que se 
puede imponer de oficio o por queja del interesado, sin perjuicio 
de la responsabilidad que pueda corresponder al funcionario.

En otras legislaciones también se enuncia, como es el caso por ejemplo, 
de la Ley General de Costa Rica, donde el artículo 225.1 dispone que el 
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“órgano deberá conducir el procedimiento con la intención de lograr un 
máximo de celeridad y eficiencia, dentro del respeto al ordenamiento y 
a los derechos e intereses del administrado,” y el artículo 269,1 precisa 
que la actuación administrativa se debe realizar “con arreglo a normas 
de economía, simplicidad, celeridad y eficiencia.”

En sentido similar, la Ley 19880 de Chile dispone sobre el principio de 
celeridad, lo siguiente:

Artículo 7o. Principio de celeridad. El procedimiento, sometido al crite-
rio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites.

Las autoridades y funcionarios de los órganos de la Administración del 
Estado deberán actuar por propia iniciativa en la iniciación del proce-
dimiento de que se trate y en su prosecución, haciendo expeditos los 
trámites que debe cumplir el expediente y removiendo todo obstáculo 
que pudiere afectar a su pronta y debida decisión.

En el despacho de los expedientes originados en una solicitud o en el ejer-
cicio de un derecho se guardará el orden riguroso de ingreso en asuntos 
de similar naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administra-
tiva se dé orden motivada en contrario, de la que quede constancia.

V. EL  PRINCIPIO DE OFICIALIDAD

Siendo el procedimiento administrativo básicamente, como se ha dicho, 
un asunto de la Administración, uno de los principios generales esta-
blecidos en las leyes de procedimiento administrativo es el principio de 
la oficialidad, derivado además del carácter del procedimiento adminis-
trativo como asunto de la Administración. De allí deriva el principio del 
impulso de oficio que la Ley de Bolivia define en el sentido de que “la 
Administración Pública está obligada a impulsar el procedimiento en 
todos los trámites en los que medie el interés público”(art. 4,n).

1. El principio de la iniciativa de oficio

Ello implica que además de los casos en los cuales la Administración 
puede iniciar de oficio una actuación, si bien es posible y común que 
el administrado tenga derecho a participar en el procedimiento, por 
ejemplo, instado a la Administración para iniciar su actividad, siendo 

Procedimientos y justicia admin 189   189 22/9/09   11:37:12

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

DR © 2009. Konrad Adenaur Stiftung e. V. 
Fundación Konrad Adenaur, Oficina Uruguay. 

http://www.kas.de/rspla/es/

Libro completo en: 
https://goo.gl/6UDuyu



190

Procedimiento y justicia administrativa en América Latina

esta, en definitiva, un asunto de esta última, una vez desencadenado el 
procedimiento administrativo, el desarrollo y movilización del mismo 
está a cargo de la propia Administración, por lo que es a ella a quien 
le compete, y no a un tercero, impulsarlo de oficio, para la realización 
de la secuencia de actos que deben concluir con la emisión de un acto 
administrativo definitivo.

Pero por supuesto, hay procedimientos que sólo pueden iniciarse por 
exclusivo interés de los particulares, en cuyo caso, la Administración 
no tiene el deber de proseguirlos por sí sola, por lo que puede darlos por 
terminados antes del término legal previsto para su conclusión, ante la 
inercia del interesado, aplicándose  aquí lo ya señalado sobre la caduci-
dad de los procedimientos.

Ahora bien, este principio de la oficialidad comprende otros aspectos fun-
damentales conforme a los cuales se puede sistematizar el análisis de 
todas las normas de las leyes latinoamericanas en la materia; y éstos son: 
el principio de la iniciación de oficio (iniciativa oficial), es decir, la posibili-
dad de que el procedimiento se inicie, además de a instancia de parte, de 
oficio por la Administración; el principio inquisitivo, como guía de todo el 
procedimiento administrativo, denominado también principio de instruc-
ción; el principio de imparcialidad; y, el principio de la buena fe. 

En esta materia, puede decirse que todas las leyes sobre procedimiento 
administrativo establecen el principio clásico de que el mismo puede 
iniciarse de oficio, es decir, por iniciativa de la propia Administración, 
o a petición de parte, es decir, con base en el ejercicio del derecho de pe-
tición. Así lo establecen las leyes de Argentina (art. 1), de México (art. 
14), de Uruguay (art. 15), de Honduras (art. 60), de Venezuela (art. 48), 
de Colombia (art. 28), de Bolivia (art. 39), de Perú (art. 103), de Brasil 
(art. 5), de Panamá ( art. 64), y de Chile (Art. 28). 

Ahora bien, como garantía del derecho de la defensa, las leyes dispo-
nen que aún iniciado de oficio y aún siendo el procedimiento tarea de la 
Administración, esta está obligada a dejar participar en el mismo a los 
administrados interesados para garantizarles el derecho a la defensa. 
Así lo precisa, por ejemplo, la Ley Orgánica venezolana al disponer que 
en los casos de iniciación de oficio, la autoridad administrativa debe no-
tificar a los particulares cuyos derechos subjetivos o intereses legítimos, 
personales y directos pudieren resultar afectados, concediéndoles un pla-
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zo para que expongan sus pruebas y aleguen sus razones (art. 48). Estos 
principios se recogen además, detalladamente en la Ley peruana, cuyo 
artículo 104, destinado a regular el inicio de oficio, dispone lo siguiente:

104.1 Para el inicio de oficio de un procedimiento debe existir dis-
posición de autoridad superior que la fundamente en ese sentido, 
una motivación basada en el cumplimiento de un deber legal o el 
mérito de una denuncia.

104.2 El inicio de oficio del procedimiento es notificado a los ad-
ministrados determinados cuyos intereses o derechos protegidos 
puedan ser afectados por los actos a ejecutar, salvo en caso de 
fiscalización posterior a solicitudes o a su documentación, acogi-
dos a la presunción de veracidad. La notificación incluye la infor-
mación sobre la naturaleza, alcance y de ser previsible, el plazo 
estimado de su duración, así como de sus derechos y obligaciones 
en el curso de tal actuación.

104.3 La notificación es realizada inmediatamente luego de emi-
tida la decisión, salvo que la normativa autorice que sea diferida 
por su naturaleza confidencial basada en el interés público.

2. El principio inquisitivo 

El otro principio derivado del principio de la oficialidad es el principio in-
quisitivo, conforme al cual, como lo establece en la Ley argentina, corres-
ponde a la Administración,  la “impulsión e instrucción de oficio”, sin per-
juicio de la participación de los interesados en las actuaciones (art. 1.a).

Este principio también está establecido como principio del procedi-
miento administrativo, como se dijo, en la Ley de Bolivia (art. 4,n), e 
igualmente en la Ley del Perú (artículo IV, Título Preliminar), donde 
se dispone así:

1.3 Principio de impulso de oficio. Las autoridades deben dirigir 
e impulsar de oficio el procedimiento y ordenar la realización o 
práctica de los actos que resulten convenientes para el esclareci-
miento y resolución de las cuestiones necesarias.

Esta misma expresión se encuentra en las leyes de Brasil (art. 29) y 
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de Costa Rica (art. 222) y, en sentido similar, se desarrolla en la Ley 
del Perú (art. 159). De ello deriva el principio de que la Administración 
debe “impulsar de oficio en todos sus trámites” (art. 64, Ley de Hondu-
ras) el procedimiento administrativo, con lo cual la conducción del pro-
cedimiento, la prueba y las medidas que puedan adoptarse a lo largo 
del mismo deben ser iniciativa de la Administración y no requieren el 
impulso procesal de los interesados, sin perjuicio de que éstos puedan 
participar en el procedimiento. En consecuencia, la Administración es 
la responsable de al menos esos tres elementos en el procedimiento: la 
conducción del procedimiento; la sustanciación del mismo; las pruebas 
y las medidas preventivas, sin perjuicio de que en cada una de esas 
fases puedan actuar los particulares. 

Por ello, la Ley de Venezuela establece que:

Artículo 53. La Administración, de oficio o a instancia del inte-
resado, cumplirá todas las actuaciones necesarias para el mejor 
conocimiento del asunto que deba decidir, siendo de su responsa-
bilidad impulsar el procedimiento en todos sus trámites.

3. El principio de imparcialidad

El principio de oficialidad que permite a la Administración iniciar y 
conducir el procedimiento, impone la necesidad de garantizar los de-
rechos de los Administrados, frente a la actuación de los funcionarios, 
de lo que deriva el principio de la imparcialidad, derivado del principio 
de igualdad y no discriminación de los administrados. Conforme a este 
principio, la Administración, en el curso del procedimiento y al decidir-
lo, no debe tomar partido, ni inclinar la balanza o beneficiar ilegítima-
mente a una parte en perjuicio de otra, sino que debe tomar su decisión 
únicamente conforme al ordenamiento jurídico y con la finalidad de 
interés general que la motiva.

Este principio se ha establecido en la Ley de Bolivia en el sentido de 
que “las autoridades administrativas actuarán en defensa del interés 
general, evitando todo género de discriminación o diferencia entre los 
administrados”(art. 4,f); y se encuentra regulado el Artículo 30 de la 
Ley venezolana, cuando exige a la Administración tratar en igual for-
ma a todos los particulares y no puede establecer ningún tipo de discri-
minación respecto de ellos, ni parcializarse por ninguna posición y debe 
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mantener siempre una posición imparcial. El principio también está 
recogido en el Código colombiano, en la siguiente forma:

Artículo 3. En virtud del principio de imparcialidad las autori-
dades deberán actuar teniendo en cuenta que la finalidad de los 
procedimientos consiste en asegurar y garantizar los derechos de 
todas las personas sin ningún género de discriminación; por con-
siguiente, deberán darles igualdad de tratamiento, respetando el 
orden en que actúen ante ellos.

También lo establece, como principio del procedimiento administrativo, 
el artículo IV del Título Preliminar de la Ley del Perú, así:

1.5 Principio de imparcialidad. Las autoridades administrativas 
actúan sin ninguna clase de discriminación entre los administra-
dos, otorgándole tratamiento y tutela igualitarios frente al pro-
cedimiento, resolviendo conforme al ordenamiento jurídico y con 
atención al interés general.

La Ley 19.880 de Chile también recoge el principio así:

Artículo 11. Principio de imparcialidad. La Administración debe 
actuar con objetividad y respetar el principio de probidad consa-
grado en la legislación, tanto en la substanciación del procedi-
miento como en las decisiones que adopte.

Los hechos y fundamentos de derecho deberán siempre expresar-
se en aquellos actos que afectaren los derechos de los particula-
res, sea que los limiten, restrinjan, priven de ellos, perturben o 
amenacen su legítimo ejercicio, así como aquellos que resuelvan 
recursos administrativos.

4. El principio de la publicidad

Otro principio fundamental que como contrapeso se erige frente al prin-
cipio de la oficialidad, es el principio de la publicidad, que conlleva a 
que los asuntos que se tramitan ante la Administración Pública deben 
ser públicos y de acceso del público. En tal sentido, en el artículo 16 de 
la Ley 19.880 de Chile se establece el “principio de transparencia y de 
publicidad”, en la siguiente forma:
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Artículo 16. Principio de Transparencia y de Publicidad. El pro-
cedimiento administrativo se realizará con transparencia, de ma-
nera que permita y promueva el conocimiento, contenidos y fun-
damentos de las decisiones que se adopten en él.

En consecuencia, salvo las excepciones establecidas por la ley o el re-
glamento, son públicos los actos administrativos de los órganos de la 
Administración del Estado y los documentos que le sirvan de sustento 
o complemento directo o esencial.

Este principio se manifiesta, por supuesto en concreto, respecto de las 
decisiones de la Administración Pública, como lo regula el Código de 
Colombia, “en virtud del principio de publicidad, las autoridades darán 
a conocer sus decisiones mediante las comunicaciones, notificaciones o 
publicaciones que ordenan este Código y la ley” (art. 3°).

VI. EL PRINCIPIO DE LA BUENA FE Y DEL 
MUTUO RESPETO

Por último, entre las nuevas tendencias del derecho administrativo, 
aún cuando sólo encuentran regulaciones aisladas en las leyes de pro-
cedimiento administrativo, está el principio de la buena fe, como ele-
mento fundamental que debe estar a la base de las relaciones jurídicas 
entre la Administración Pública y los administrados, que precisamente 
formaliza el procedimiento administrativo. 

El principio de la buena fe, por supuesto, en esta perspectiva debe regir 
tanto para el administrado como para la Administración, como lo indi-
ca la Ley del Perú (art. IV, 1.8), de manera que entre los deberes del 
interesado, conforme a la Ley de Brasil, esta “el proceder con lealtad, 
urbanidad y buena fe”, no actuar de modo temerario y “exponer los he-
chos conforme a la verdad” (art. 4). 

Dicho principio lo recoge en general la Ley de Uruguay, así:

Artículo 6º. Las partes, sus representantes y abogados patroci-
nantes, los funcionarios públicos y, en general, todos los partíci-
pes del procedimiento, ajustarán su conducta al respeto mutuo y 
a la lealtad y buena fe.
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Y en la Ley de Bolivia, en su artículo 4,e, así:

Principio de buena fe: En la relación de los particulares con la 
Administración Pública se presume el principio de buena fe. La 
confianza, la cooperación y la lealtad en la actuación de los ser-
vidores públicos y de los ciudadanos; orientarán el procedimiento 
administrativo. 

El principio, por lo demás, se encuentra detalladamente regulado en 
la Ley de Simplificación de Trámites Administrativos de Venezuela de 
1999, reformada en 2008 (arts. 9 a 20), donde se regula la “presunción 
de buena fe del ciudadano,” de manera que la Administración, en todas 
sus actuaciones, “debe tener como cierta la declaración del administra-
do” (art. 9). Este principio lo recoge expresamente, también, la Ley del 
Perú, (art. IV, 1.7; art. 42). 

La presunción de buena fe, por otra parte, en el procedimiento adminis-
trativo se también se manifiesta como presunción de licitud, vinculado 
a derecho del administrado a la presunción de inocencia, tal como se 
manifiesta en la Ley de Uruguay cuando habla del procedimiento disci-
plinario de funcionarios como un procedimiento especial, así:

Artículo 170.  El funcionario público sometido a un procedimiento 
disciplinario tiene derecho al respeto de su honra y al reconoci-
miento de su dignidad; y se presumirá su inocencia mientras no 
se establezca legalmente su culpabilidad por resolución firme dic-
tada con la garantía del debido proceso. (Convención Americana 
de Derechos Humanos, “Pacto de San José de Costa Rica”, art. 8 
numerales 2 y 11).

Pero en general, en los procedimientos sancionatorios, la Ley peruana 
define la “presunción de licitud”, estableciendo que las entidades “de-
ben presumir que los administrados han actuado apegados a sus debe-
res mientras no cuenten con evidencia en contrario” (art. 230,9), lo que 
implica la presunción de que el derecho reclamado por el administrado 
es justo. Ello ha conducido, también, al principio favor pro accione o 
posición favorable al accionante, el cual debería ser un principio funda-
mental en materia de procedimiento.

El principio de la buena fe también se recoge en la Ley del Perú, al 
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regular el “principio de la conducta procedimental” (art. IV, Título Pre-
liminar), así:

1.8  Principio de conducta procedimental.  La autoridad adminis-
trativa, los administrados, sus representantes o abogados y, en 
general, todos los partícipes del procedimiento, realizan sus res-
pectivos actos procedimentales guiados por el respeto mutuo, la 
colaboración y la buena fe. Ninguna regulación del procedimiento 
administrativo puede interpretarse de modo tal que ampare algu-
na conducta contra la buena fe procesal.

Ello además, implica el  principio de lealtad, por otra parte, també 
deriva del principio de la buena fe, lo que implica que las partes en el 
procedimiento no deben ocultar hechos o documentos que les interesen 
mutuamente, lo que a la vez ha implicado el desarrollo del derecho de 
acceso a la información en materia administrativa y la reducción de 
las áreas de confidencialidad en los documentos administrativos, tan 
importantes en décadas pasadas. 

El respeto mutuo que deriva del principio de la buena fe y de la leal-
tad, por otra parte, comienzan a ser el canal para que la construcción 
del principio de la confianza legítima, que debe existir como base de la 
relación jurídica entre la Administración y los administrados, particu-
larmente cuando las actuaciones reiteradas de los funcionarios y de los 
órganos de la Administración Pública, hacen nacer expectativas jurí-
dicas legítimas en cabeza de los aquellos que la propia Administración 
debe respetar y que han de ser apreciadas por el juez. De este principio 
surge, además, el principio de la seguridad jurídica en sus variadas 
manifestaciones (el principio de la predictibilidad, la proscripción de 
la reformatio in pejus, el principio non bis in idem, la presunción de 
inocencia, y el principio de la irretroactividad) y el principio de la irre-
vocabilidad de los actos administrativos que, una vez dictados, también 
por cuestiones de seguridad jurídica, deben mantenerse, salvo los casos 
de nulidad absoluta.

VII. REFLEXION FINAL 

Al anterior cuadro de principios generales del procedimiento adminis-
trativo que en la actualidad ya han sido incorporados en el texto ex-
preso de las leyes de procedimiento administrativo dictadas en Amé-
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rica Latina, se une el conjunto de principios relativos a los actos ad-
ministrativos y a la actuación material de la Administración Pública, 
mostrando entonces un claro estándar en la materia que ha quedado 
plasmado en el derecho positivo, y que no sólo que deriva de la inter-
pretación judicial del derecho; con incluso, definiciones legales del acto 
administrativo, como sucede en la Ley venezolana, donde se lo define 
como “toda declaración de carácter general o particular emitida de 
acuerdo con las formalidades y requisitos establecidos en la Ley, 
por los órganos de la Administración Pública” (art. 7). Y en la Ley 
de Panamá, en cuyo artículo 201, que contiene el “glosario” de la mis-
ma, se lo define así:

1. Acto administrativo. Declaración emitida o acuerdo de voluntad  
celebrado, conforme a derecho, por una autoridad u organismo pú-
blico en ejercicio de una función administrativa del Estado, para 
crear, modificar, transmitir o extinguir una relación jurídica que 
en algún aspecto queda regida por el Derecho Administrativo.

Todo acto administrativo deberá formarse respetando sus elemen-
tos esenciales: competencia, salvo que ésta sea delegable o proceda 
la sustitución; objeto, el cual debe ser lícito y físicamente posible; 
finalidad, que debe estar acorde con el ordenamiento jurídico y no 
encubrir otros propósitos públicos y privados distintos, de la re-
lación jurídica de que se trate; causa, relacionada con los hechos, 
antecedentes y el derecho aplicable; motivación, comprensiva del 
conjunto de factores de hecho y de derecho que fundamentan la 
decisión; procedimiento, que consiste en el cumplimiento de los 
trámites previstos por el ordena-miento jurídico y los que surjan 
implícitos para su emisión; y forma, debe plasmarse por escrito, 
salvo las excepciones de la ley, indicándose expresamente el lugar 
de expedición, fecha y autoridad que lo emite.

Toda esta positivización de principios y elementos sustantivos de la 
actividad administrativa ha tenido una consecuencia fundamental en 
el derecho administrativo, traducida en el reforzamiento del principio 
mismo de la legalidad con el objeto de asegurar, no sólo el sometimiento 
de la Administración Pública al derecho, sino garantizar la situación 
jurídica de los particulares frente a la misma. Por ello precisamente, la 
Ley sobre Procedimiento Administrativo general del Perú, en el artícu-
lo IV, 1.1 del Título Preliminar dispone que:
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Las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la 
Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le 
estén atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron 
conferidas.

Ello ha implicado que en este caso del principio de legalidad, y preci-
samente como consecuencia de las propias leyes de procedimiento ad-
ministrativo, el mismo igualmente ha dejado de ser sólo un principio 
general del derecho y se ha convertido en un postulado del derecho po-
sitivo, cada vez con más frecuencia y precisión, expresado formalmente 
en los textos. Así sucede por ejemplo en la en la Ley de Bolivia, que 
hace referencia al “principio de legalidad y presunción de legitimidad” 
(art. 4,g) y al “principio de sometimiento pleno a la ley” de manera que 
“la Administración Pública regirá sus actos con sometimiento pleno a 
la ley, asegurando a los administrados el debido proceso” (art. 4, c); en 
la Ley No. 9784 de Brasil (1999), que impone como criterio a ser ob-
servado en los procedimientos administrativos, “la actuación conforme 
a la Ley y al derecho” (art. 2, Parágrafo Único, I); en la Ley de Vene-
zuela, en la cual se indica que “la Administración Pública se organiza 
y actúa de conformidad con el principio de legalidad”(art. 4); y en la 
Ley General de Costa Rica al señalar que: “La Administración Pública 
actuará sometida al ordenamiento jurídico...” (art. 11,1); agregando en 
su artículo 13, que:

La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas 
escritas y no escritas del ordenamiento administrativo y al dere-
cho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desapli-
carlos para casos concretos.

Este principio de legalidad o de actuación en conformidad con el derecho 
implica, por tanto, que las actividades que realice la Administración 
Pública no sólo debe someterse al derecho, sino incluso, en el caso del 
procedimiento administrativo, a los propios principios del mismo antes 
analizados que también ya forman parte del derecho positivo, lo que im-
plica que las actividades contrarias a los mismos pueden ser controladas 
con mayor precisión por la jurisdicción contencioso administrativa. 

Por ello, dichos principios, además, se los declara como imperativos, 
tal como lo expresa la Ley Federal mexicana, al prescribir que las dis-
posiciones sobre procedimiento administrativo “Son aplicables a la 
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actuación de los particulares ante la Administración Pública Federal, 
así como a los actos a través de los cuales se desenvuelve la función 
administrativa” (art. 12); imperatividad que en el caso de la Ley Ge-
neral de Costa Rica se precisa que es en aquellos procedimientos en 
los cuales “el acto final puede causar perjuicio grave al administrado, 
sea imponiéndole obligaciones, suprimiéndole o denegándole derechos 
subjetivos, o por cualquier otra forma de lesión grave y directa a sus 
derechos o intereses legítimos;” o en los cuales haya habido “contradic-
ción o concurso de interesados frente  a la Administración dentro del 
expediente” (art. 308).

El derecho administrativo en América Latina, como resultado de es-
te estándar continental que ya existe en materia de los principios del 
procedimiento administrativo, se encuentra ahora en una situación de 
avanzada que hace décadas, quienes nos ocupábamos de estos temas, 
sólo soñábamos.

New York, noviembre 2008. 
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